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INTRODUCCION 
 
 
La administración pública es un conjunto de organizaciones estatales que realizan la 
función administrativa del Estado y por lo tanto está al servicio del pueblo y se basa 
en los principios de honestidad, participación, celeridad, eficiencia, transparencia y 
responsabilidad;  en el presente trabajo, se identificarán las características que debe 
reunir el administrador público para el desempeño de su función, sus obligaciones y 
derechos y se realizará un análisis de la normatividad a tener en cuenta para la toma 
de las decisiones financieras del sector público. 
 
El objetivo de este documento es identificar las herramientas con las que cuenta el 
administrador público para la toma de decisiones en el área financiera y 
específicamente identificar las funciones y obligaciones de los servidores públicos. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
 
 
 
1. FUNCIONES Y OBLIGACIONES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS 
 
“Un jardinero que cultiva su propio jardín, con sus propias 
manos, une en su persona los tres personajes, de 
propietario, agricultor y obrero. Su producción, por lo 
tanto, debe rendirle la renta del primero, la ganancia del 
segundo y el salario del tercero” 
                   Adam Smith 
 
La finalidad del Estado Colombiano consignada en el Artículo 2º de la C.P.:"Servir a 
la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los 
principios, Derechos y Deberes consagrados en la Constitución, facilitar la 
participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, 
política, administrativa y cultural de la Nación, defender la independencia nacional, 
mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un 
orden justo", constituye el objetivo sustancial del Estado Social de Derecho 
establecido por la Constitución Política de 19911.  
 
Esta función pública es desarrollada por personas denominadas Servidores Públicos. 
En los términos de la Constitución Política de Colombia son servidores públicos los 
miembros de las corporaciones públicas, los empleados y trabajadores del Estado y 
demás funcionarios de las distintas Ramas del poder Público y Órganos que lo 
integran en sus distintos niveles y se dividen en dos categorías: empleados públicos, 
que son los que se vinculan a la administración mediante una relación legal y 
reglamentaria y trabajadores oficiales quienes lo hacen mediante un contrato. 
 
Todos los derechos y obligaciones de los funcionarios del estado se encuentran 
relacionados en la llamada “carrera administrativa”  reglamentada por la Comisión 
Nacional del Servicio Civil - CNSC que desde la primera regulación de la carrera 
administrativa en el país en 1938, se ha conformado como un órgano colegiado 
encargado de la administración y vigilancia de este subsistema de administración de 
personal. Primero fue el Consejo Nacional de Administración y Disciplina - Ley 165 
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de 1938; luego la Comisión de Reclutamiento, Ascensos y Disciplina - Ley 19 de 
1958; la Comisión Nacional del Servicio Civil - Decreto 1679 y 1732 de 1960 y el 
Consejo Superior del Servicio Civil - Decreto 728 de 1968, hasta su incorporación 
como Comisión Nacional del Servicio Civil en el texto constitucional en 1991.  Todos 
los lineamientos constitucionales sobre el empleo público fueron recogidos en la Ley 
909 de 2004; en esta Ley se consagran las normas sobre la organización y función 
de la Comisión Nacional del Servicio Civil, además las normas sobre la carrera 
administrativa, empleo público y gerencia pública. 
 
Siendo una obligación de los servidores públicos: “Formular, decidir oportunamente o 
ejecutar los planes de desarrollo y los presupuestos y cumplir las Leyes y normas 
que regulan el manejo de los recursos económicos públicos, o afectos al servicio 
público2”.  Teniendo en cuenta que el flagelo de la credibilidad y la corrupción han 
sido una constante en los diferentes gobiernos y sumado esto a la falta de sentido de 
pertenencia de algunos servidores públicos que les lleve a dar un manejo adecuado 
a los recursos, el gobierno ha diseñado varias herramientas de control y optimización 
de los recursos públicos. 
 
Desde el pensamiento de Platón, el servidor público debe ser un hombre justo y 
virtuoso, valores que se aprenden desde la cuna y que por lo tanto no deben ser 
impuestos por la ley, es por esta razón que es inconcebible que se presente el 
flagelo de la corrupción en el estado colombiano y que cada procedimiento deba 
estar amparado y controlado por una ley, cuando el servir al estado debe ser un 
proceso llevado a cabo con un sentir patrio de respeto y altruismo, sentir que se 
desarrolla desde el autorespeto, autorespeto que al parecer desaparece cuando una 
persona es nombrada como servidor público, razón por la cual las leyes y 
condicionamientos no son tan efectivos a la hora de administrar los recursos 
públicos. 
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2. HERRAMIENTAS PARA LA TOMA DE DECISIONES FINANCIERAS EN EL 
SECTOR PÚBLICO 
 
Una de las herramientas más importantes en el control de la corrupción es el sistema 
contable que cada administración debe llevar eficiente y oportunamente al igual que 
un adecuado sistema de control interno. 
 
En el sector público la administración financiera está más relacionada con el 
cumplimiento de la normatividad en esta materia, que con la generación de aportes 
claves de cada funcionario para la toma de decisiones. 
 
El estado ha desarrollado diferentes sistemas de control que se han venido 
implementando y modificando en su desarrollo, entre ellos encontramos el  sistema 
contable que suministra información útil, oportuna y confiable; sin esta información es 
imposible aplicar un buen criterio en las decisiones administrativas ya que cada 
operación cuantificable debe quedar registrada en el sistema y tener su respectivo 
control. 
 
Este sistema nace a partir de la ejecución del sistema presupuestal que está 
constituido por un plan financiero, por un plan operativo anual de inversiones y por el 
presupuesto anual de la Nación Ley 38/89, artículo 3o., Ley 179/94, artículo 55, 
inciso 5o.) como instrumento para el cumplimiento de los planes y programas de 
desarrollo económico y social3.   
 
La principal reforma a este sistema se introdujo por medio de la Ley 819 de 2003, 
mejor conocida como la Ley de Responsabilidad Fiscal (LRF), que buscó fortalecer la 
disciplina y sostenibilidad de las finanzas públicas. Aunque la norma tuvo su origen 
en las discusiones del gobierno colombiano con el Fondo Monetario Internacional en 
el marco del acuerdo extendido de 1999, también hizo parte de una serie de 
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reformas encaminadas al saneamiento fiscal a todos los niveles de gobierno, iniciada 
con la Ley 358 de 1997. 
 
Las decisiones en materia fiscal que deba adoptar el Gobierno Nacional son 
competencia exclusiva del Ministro de Hacienda y Crédito Público. Para efectos 
previstos en el artículo 115 de la Constitución Política, el Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público, en materia fiscal, tendrá que actuar como parte del Gobierno 
Nacional. 
 
Para que el gasto público tenga un manejo eficiente se requiere combatir la 
burocracia y la falta de profesionalismo al igual que la mala coordinación entre los 
diferentes sectores del gobierno. 
 
Con el fin de controlar el flujo de caja de la nación que ejecuta el presupuesto 
nacional, se creó el Programa Anual Mensualizado de Caja –PAC como instrumento 
mediante el cual se define el monto máximo mensual de fondos disponibles en la 
Cuenta Única Nacional para los órganos financiados con recursos de la Nación y el 
monto máximo de pagos de los establecimientos públicos del orden nacional en lo 
que se refiere a sus propios ingresos (Recursos Propios)4.   
 
Para medir la eficiencia en el uso de los recursos, lo que  contribuye a mejorar  la 
toma de decisiones en la asignación del PAC a los órganos ejecutores, así como a 
establecer correctivos para la adecuada utilización del mismo, la Dirección del 
Tesoro Nacional implemento el INPANUT – el indicador de PAC no utilizado, éste 
indicador también permite tomar decisiones basados en los comportamientos 
históricos sobre la ejecución del PAC, ya que admite evaluar si ha tenido reincidencia 
en las malas ejecuciones del PAC asignado mensualmente. 
 
Así mismo, para el control del flujo de efectivo se estableció el “Indicador de días en 
Bancos” en donde se reflejan los recursos que la entidad ha dejado de utilizar y que 
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ha mantenido en cuentas corrientes de entidades financieras por encima de los cinco 
(5) días5.   
 
Teniendo en cuenta los inconvenientes presentados con el cumplimiento de las 
normas descritas anteriormente, el gobierno nacional tuvo que expedir una nueva 
norma con el fin de reglamentar los excedentes financieros, expidiendo el Decreto 
1525 de mayo del 2008 en donde se dictan reglas relacionadas con la inversión de 
los recursos de las entidades estatales del orden nacional y territorial. 
 
De acuerdo a este decreto, los establecimientos públicos del orden nacional y las 
entidades estatales del orden nacional a las cuales se les apliquen las disposiciones 
de orden presupuestal de aquellos, deben invertir sus excedentes de liquidez 
originados en sus recursos propios, administrados, y los de los Fondos Especiales 
administrados por ellos, en Títulos de Tesorería TES, Clase "B" del mercado primario 
adquiridos directamente en la Dirección General de Crédito Público y del Tesoro 
Nacional del Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 
 
La base para la determinación de la inversión dispuesta en el artículo 1°, será el 
promedio diario mensual, durante el trimestre inmediatamente anterior, de las 
disponibilidades en caja, cuentas corrientes, depósitos de ahorro, a término o 
cualquier otro depósito, Títulos de Tesorería TES, Clase "B" y otros activos 
financieros distintos de estos, excluidos los títulos de renta variable que hayan 
recibido por cualquier concepto, en poder de los establecimientos públicos del orden 
nacional y demás entidades asimiladas. Sobre esta base, las entidades estatales 
obligadas de conformidad con lo previsto en el presente Capítulo, deberán dentro de 
los cinco (5) primeros días hábiles de cada mes, suscribir Títulos de Tesorería TES, 
Clase "B" por el equivalente al ciento por ciento, (100%) del respectivo promedio 
trimestral, deducidos los Títulos de Tesorería TES, Clase "B", en su poder. 
 
Cuando se entreguen recursos en administración a terceros, las entidades a las  
deberán determinar las políticas, parámetros y criterios para el manejo de los 
                                                          
5
 Decreto 359 de 1995, artículo 15.    
  
 
 
 
recursos por parte del contratista administrador, incluida la obligatoriedad para este 
último de realizar las operaciones a través de sistemas transaccionales de 
negociación de valores y/o mecanismos de subasta, con sujeción a lo establecido en 
el presente Capítulo; así como evaluar la conveniencia por parte de la entidad de 
contratar una auditoría externa. 
 
Como podemos observar, en materia de control fiscal se han diseñado diversas 
herramientas que permiten al administrador público la toma de decisiones acertadas 
a favor del estado. 
 
El verdadero problema para el manejo de los recursos públicos radica en la 
mentalidad de cada funcionario que voluntariamente procede de una forma perversa 
en contra de la Nación incrementando la intolerancia y el egoísmo, volviéndose un 
experto en burlar la ley pero escandalizándose cuando los demás lo hacen, es una 
doble moral que se genera desde el Congreso, que expide las leyes para tapar su 
propia corrupción de una manera descarada y cínica aumentando los problemas de 
injusticia social. 
 
Como funcionaria del área financiera en el Ministerio de Defensa, me doy cuenta que 
el problema no es entonces la falta de herramientas ni la falta de control en materia 
fiscal; el problema para la toma de decisiones financieras radica en la moral, en la 
forma de juzgar y aplicar los valores, en el respeto por cada ciudadano y el amor 
propio, ya que cada mala decisión finalmente nos termina afectando a nosotros 
mismos, pues después el problema se nos devuelve en forma de más  violencia, 
desempleo y falta de oportunidades para nosotros y nuestras familias. 
 
Desde el interior  de cada puesto de trabajo en el sector público debemos generar un 
cambio de conciencia haciendo urgente la necesidad de replantear los valores y la 
forma de desarrollar cada labor en consideración de todos los derechos del ser 
humano cumpliendo la finalidad de la administración que es servir y cuidar. 
 
  
  
 
 
 
CONCLUSIONES 
 
 
Para cumplir con los objetivos de la administración pública se requiere de una 
combinación de herramientas y políticas tales como la planeación, la previsión de 
flujos de efectivo, un adecuado control presupuestal y la optimización de los recursos 
a través de inversiones, aun sin existir la normatividad que reglamenta estas 
operaciones, es obligación de cada funcionario público velar y realizar las actividades 
necesarias y todo lo que se requiera para tomar decisiones acertadas en materia 
financiera.   
 
El gran problema que existe y que ha existido a través de la historia de la 
administración pública en Colombia ha sido la falta de interés y sentido de 
pertenencia por parte de los funcionarios, lo que ha ocasionado un gran detrimento 
patrimonial y por ende el aumento del déficit en el balance de la Nación.    
 
Es lamentable que el gobierno tenga que diseñar e implementar estrategias que 
obliguen a los funcionarios a dar un buen manejo a los recursos públicos, cuando 
esto es algo que debería nacer de la ética de cada funcionario desde su misma 
formación personal e integridad como persona y más aun teniendo en cuenta que 
esta administrando recursos que van encaminados al bien común. 
 
Igualmente se concluye que la gran cantidad de normatividad existente en el manejo 
de los recursos públicos no ha sido creada a capricho de los gobiernos sino que 
tienen su fundamentación en la lucha contra la corrupción. 
 
 
 
 
 
 
  
 
 
 
RECOMENDACIONES 
 
Ante el desalentador escenario para el manejo de las finanzas públicas se requiere el 
diseño de estrategias de control y un plan de capacitación y educación en la ética ya 
que todos los funcionarios están en la obligación de realizar las tareas 
encomendadas aplicando políticas de calidad. 
 
Una toma de decisiones acertadas requiere también de un compromiso y  liderazgo 
por parte de cada uno de los funcionarios responsables  de su manejo. 
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